
DOCUMENTACIÓN

CRÓNICA

RÉGIMEN DE CLASES PASIVAS
A FAVOR DE LOS FUNCIONARIOS

MILITARES Y ASIMILADOS
DE LAS FUERZAS ARMADAS,

GUARDIA CIVIL Y POLICÍA ARMADA

35.087.4(46)

A. Ley de 28 de diciembre de 1966
y disposiciones complementarias

1. Como una etapa más en el des-
arrollo de las normas que regulan
las retribuciones del personal mili-
tar, dictadas en estrecha similitud
con las establecidas para los funcio-
narios de la Administración civil del
Estado, la ley 112/1966', de 28 de di-
ciembre (Boletín Oficial del Estado
de 29 de diciembre), reforma el ré-
gimen de derechos pasivos de los
funcionarios militares y personal asi-
milado de las fuerzas armadas.

2. Aun cuando no estaba inicial-

mente previsto—partiendo de la ley
30/1965, de 30 de mayo—dada la ana-
logía de circunstancias que .concu-
rren en el personal de la Guardia
Civil y Policía Armada se ha esti-
mado conveniente, por el legislador,
incluirle en la ley 112/1966, junto
con el personal militar y asimilado
de las fuerzas armadas. Esta expre-
sión fuerzas armadas comprende el
personal perteneciente a los Minis-
terios del Ejército, Marina y Aire,
al que hay que sumar los indicados
cuerpos militarizados de policía.

3. El régimen establecido por la
ley 112/1966 será de aplicación a las
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pensiones de retiro y familiares que
se causen a partir de 1 de enero de
1967, en cualquier situación en que
se encuentren los funcionarios mili-
tares o asimilados a los que resulten
aplicables las nuevas normas sobre
retribuciones; «estas nuevas normas
vienen constituidas por las leyes 95/
1966 y 113/1966, ambas de 28 de di-
ciembre (Boletín Oficial del Estado
de 29 de diciembre). Con esto se está
afirmando que también en el ámbito
de los funcionarios militares la re-
forma operada se ha separado del
núcleo de la seguridad social espa-
ñola para, al hilo de la consagración
del sistema de clases pasivas, orga-
nizar éstas como una continuación
del capítulo de retribuciones.

4. El personal militar o asimila-
do, retirado o fallecido con anterio-
ridad a 1 de enero de 1967, causa
las pensiones reguladas por el Esta-
tuto de 1926* y sus disposiciones com-
plementarias. Por cierto que, además,
en todo lo que no resulte modifica-
do por la ley 112/1966 continuará en
vigor el mencionado Estatuto de 1926,
su reglamento de 1927 y las numero-
sas disposiciones posteriores para su
aplicación. Como se observa esta so-
lución legal contrasta con la más
radical, pese a su timidez, adoptada
en la esfera de los funcionarios ci-
viles; en esta última las normas de
1926-1927 sólo se declaran subsisten-
tes a título supletorio y derogadas
en lo demás, salvo en lo que atañe
a las hipótesis de derecho transitorio.
De todos modos, la solución de la
ley 112/1966 es la única posible has-
ta tanto sean aprobados el texto re-
fundido y el reglamento que anun-
cia la propia ley. En realidad, pues,
la ley 112/1966 es una ley de delega-
ción que señala al Gobierno las di-
rectrices a tener en cuenta para que

en su momento se opere la refundi-
ción correspondiente. Equivale, en
cierto modo, a la ley 30/1965, de 4
de mayo (Boletín Oficial del Estado
de 5 de mayo), en la esfera de los
funcionarios civiles. Pero tampoco es
grave, a los efectos de esta crónica,
prescindir del desarrollo del régimen
que se comenta, ya que por su ma-
yor especialidad en el marco de la
función pública bastan respecto del
mismo los principios generales.

5. La única disposición dictada
hasta la fecha en aplicación de la
ley 112/1966 ha sido el decreto 1382/
1967, de 15 de junio (Boletín Oficial
del Estado de 24 de junio), sobre ac-
tualización de pensiones militares.

B. Personas protegidas

1. Están protegidos por la nueva
ley los funcionarios militares y asi-
milados, y los integrantes de los
Cuerpos de Policía militarizada in-
cluidos en el ámbito de las respecti-
vas leyes de retribuciones; condición
básica para la protección es la ce-
sación en el servicio activo.

2. Una salvedad se establece para
quienes en la fecha de entrada en
vigor de la ley 112/1966 se encuen-
tren en posesión del título de inge-
niero de Armamento y Construcción
del Ejército de Tierra o del diploma
de Estado Mayor de su respectivo
Ejército, los cuales conservarán un
cierto régimen más favorable en fun-
ción de unos premios computadles a
efectos pasivos.

C. Acción protectora

1. La acción protectora se extien-
de al funcionario militar o asimilado
y a sus familiares, en las situaciones
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y con los requisitos que en cada caso
establece la ley 112/1966.

2. Sirve de base reguladora para
la determinación de las pensiones la
suma del sueldo, trienios y pagas ex-
traordinarias, como en la esfera ci-
vil. Se toman como base reguladora
para la determinación de las pensio-
nes las cantidades que por los con-
ceptos expresados corresponden al
mayor empleo efectivo alcanzado por
el funcionario causante de las mis-
mas, aunque por razón de su situa-
ción no se haya percibido en todo
o en parte, o las mayores que por
los mismos conceptos se hubieren
percibido durante un año, al menos,
por el desempeño de puestos o car-
gos de libre designación, retribuidos
con cargo a los presupuestos gene-
rales del Estado.

3. Las pensiones que pueden con-
cederse en esta esfera para los fun-
cionarios militares son, en cuanto a
su tipología, las mismas que en la
esfera civil, es decir, pensiones or-
dinarias, pensiones extraordinarias y
pensiones excepcionales.

Las pensiones ordinarias pueden
ser de retiro y en favor de familia-
res. La pensión de retiro equivale a
la pensión civil de jubilación; para
causar pensión ordinaria por retiro
forzoso es preciso que el personal mi-
litar o asimilado tenga completados
tres trieniog al pasar, por cualquier
causa legal, a la situación de retira-
do. El retiro voluntario, a instancia
del interesado, da derecho a pensión
ordinaria sólo si se han cumplido
veinte años de servicio efectivo en
las condiciones siguientes: de veinte
a veinticinco años de servicios, el
40 por 100 de la base reguladora;
de veinticinco años a treinta, el 50
por 100; de treinta a treinta y
cinco, el 60 por 100, y, a partir de

los treinta y cinco años de servicios,
el 80 por 100, que es el porcentaje
que procede, en todo caso, en los su-
puestos de retiro forzoso. A los efec-
tos de la ley 112/1966 no pueden te-
nerse en cuenta los servicios presta-
dos o cantidades devengadas por el
personal retirado, a excepción del
caso de movilización decretada por
el Gobierno y que así lo disponga.
En cuanto a las pensiones a favor
de familiares, el personal a que se
aplica la ley puede causar pensiones
de viudedad, orfandad o en favor de
los padres o del que de ellos viviere.
Para causar pensión ordinaria en fa-
vor de los familiares es preciso que
el funcionario fallecido haya com-
pletado como mínimo dos trienios,
requisito que no será exigible cuan-
do el fallecimiento se produzca den-
tro de los seis primeros años de ser-
vicio ininterrumpido. La cuantía de
estas pensiones será del 25 por 100
de la base reguladora. Hay que aña-
dir que las pensiones resultantes se
incrementarán con el importe de las
inherentes a las Cruces Laureadas
de San Fernando y las Medallas In-
dividuales Militar, Naval y Aérea.

En cuanto al cómputo del tiempo
se computa doble el servido por los
funcionarios en las provincias espa-
ñolas de África Occidental y Ecua-
torial. El tiempo prestado en campa-
ña se computa en la forma que el
Gobierno determine para cada caso.
Los servicios así computados, al igual
que ocurre en la esfera civil, se to-
man en cuenta a efectos de reunir
el funcionario las condiciones necesa-
rias para causar pensión, pero sólo
tienen efecto económico los trienios
efectivamente completados.

En ningún caso la pensión a per-
cibir puede ser menor que la que se
habría reconocido por aplicación de
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la legislación anterior (normas de
1926-1927).

Los derechos pasivos de retiro se
devengan desde el primer día del
mes siguiente al del cese del fun-
cionario por retiro; los derechos en
concepto de pensiones familiares,
desde el primer día del mes siguien-
te a la fecha del nacimiento del de-
recho.

Las pensiones extraordinarias res-
ponden a la misma exigencia que en
la esfera civil. A este respecto, el per-
sonal funcionario militar que, con in-
dependencia del tiempo de servicios
prestados, se inutilice o fallezca en
acto de servicio o con ocasión o como
consecuencia de él, sea por acciden-
te o por riesgo específico del cargo,
causa en su favor o en el de sus fa-
miliares una pensión de igual cuan-
tía que la totalidad de la base re-
guladora, a no ser que ingrese en el
Benemérito Cuerpo de Caballeros
Mutilados de Guerra por la Patria.

Las pensiones excepcionales, esta-
blecidas por leyes especiales a favor
de personas incluidas o no en el ám-
bito de aplicación de la ley 112/1966,
se regirán por la ley de reconoci-
miento.

4. Los titulares de pensiones de
carácter militar tienen derecho a
percibir el complemento familiar en
la cuantía y condiciones establecidas
para el funcionario militar o asimi-
lado que se encuentre en servicio ac-
tivo. La percepción de este comple-
mento familiar va inseparablemente
unida a la percepción de los haberes
como pensionista.

D. Gestión, financiación
y régimen jurisdiccional

1. El órgano gestor es el Consejo
Supremo de Justicia Militar; a él

corresponde, pues, el reconocimiento
y clasificación de los derechos pasi-
vos de carácter militar. Igualmente
es competente para reconocer servi-
cios militares que hayan de ser te-
nidos en cuenta en expedientes civi-
les, instruidos por la Dirección Gene-
ral del Tesoro, Deuda y Clases Pasi-
vas (Dirección General del Tesoro y
Presupuesto). A la inversa, el Conse-
jo habrá de contar con la Dirección
General ante supuestos de servicios
civiles acumulables a los militares
para el señalamiento de pensiones de
esta naturaleza.

2. Todo el personal militar com-
prendido en el ámbito de la ley 112/
1966 está obligado al pago de una
cuota para la financiación de sus de-
rechos pasivos. Las excepciones ad-
mitidas no interesan ahora por su
gran particularismo. En ningún caso
el tipo de cuota podrá exceder el 5
por 100, que es también el tipo vigen-
te para los funcionarios civiles.

3. No contiene la ley 1J.2/1966 dis-
posiciones expresas sobre régimen ju-
risdiccional, por lo que hay que en-
tender aplicable el establecido hasta
ahora; contra los acuerdos del Con-
sejo Supremo de Justicia Militar cabe
recurso contencioso-administrativo
ante el Tribunal Supremo de Justi-
cia, Sala quinta.

E. Actualización de pensiones

1. Las peculiaridades de la clasi-
ficación de haberes pasivos de carác-
ter militar—determinadas por la di-
versidad de conceptos retributivos en
vigor hasta las nuevas leyes de retri-
buciones— han desaparecido con la
ley 112/1966, en la que, como se ha
visto, se unifica la base reguladora
y se establecen porcentajes generales
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de pensión. No obstante, como se tra-
ta de actualizar haberes pasivos de-
terminados de acuerdo con aquella
diversidad, según circunstancias sub-
jetivas diferentes (recompensas por
condecoraciones, gratificaciones por
destino o por mando, etc.), la aplica-
ción pura y simple de unos coeficien-
tes medios de aumento en función
exclusiva de cada empleo hubiera
conducido a resultados anómalos y
a que en muchos casos las pensio-
nes así actualizadas alcanzaran una
cuantía superior a la que hoy po-
dría causar un funcionario militar
del mismo empleo y condiciones.

2. Este es el problema que ha te-
nido que afrontar el decreto 1382/
1967, de 15 de junio (BOE del 24), el
cual arbitra de momento una fórmu-.
la provisional hasta que, previos los
necesarios estudios y examen de si-
tuaciones, sea posible someter a apro-
bación los coeficientes definitivos que
han de regular esta actualización.

3. La solución provisional, adop-
tada para evitar dilaciones perjudi-
ciales para los intereses de quienes
se encuentren en el supuesto de he-
cho previsto, consiste en establecer,
con efectos de 1 de julio de 1967, un
aumento de las pensiones de acuer-
do con los coeficientes provisionales
que el decreto establece en un anexo
(para pensiones de retiro, 1,80 de co-
ronel a sargento y asimilados; igual
módulo para cabos primeros, cabos y
tropa de la Guardia Civil y Policía

Armada; igual para cabos primeros,
cabos y guardias del Regimiento de
la guardia del Jefe del Estado; para
pensiones familiares, 1,30 para gene-
rales y asimilados; 1,60 de coronel a
comandante y asimilados; .1,80. de
capitán a sargento y asimilados;
1,80 también para cabos primeros,
cabos y tropa de la Guardia Civil y
Policía Armada y para el menciona-
do personal del Regimiento de la
guardia del Jefe del Estado). La base
sobre la que se aplica el módulo mul-
tiplicador equivale al importe provi-
sional en que se 'encuentre cifrado
cada haber pasivo durante el año
1967.

4. Las pensiones que se reconoz-
can por aplicación de los módulos
provisionales citados no experimenta-
rán variación alguna hasta tanto que
no se proceda a su actualización de-
finitiva. Los haberes pasivos resul-
tantes de la aplicación de los coefi-
cientes definitivos de aumento que
en su .día se establezcan se satisfa-
rán inicialmente en el 85 por 100 de
su importe, elevándose al 90 por 100
en 1 de enero de 1968; al 95 por 100,
en 1 de enero de 1969; y al 100 por
100, en 1 de enero de 1970; en be-
neficio de los pensionistas se prevé
que si la aplicación del coeficiente de
aumento definitivo diera lugar a una
cuantía inferior a la establecida en
cada caso como mínimo de percep-
ción, la pensión seguirá devengándo-
se por tal cuantía mínima.—L. E. V.
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